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EXTREMOS DE LA RELACIÓN LABORAL/ Prueba de los periodos laborados
“(…) tal relación tiene génesis desde finales del año 1984 y (…) se extendió al menos, en un primer momento, hasta finales del año 1994 (…) Los señores GILBERTO LONDOÑO OSPINA y JOSÉ ANTONIO OSSA ALVAREZ, quienes dicen que ingresaron a laborar como meseros al Club en el año 1982, más o menos por la época de su inauguración, según narran; y que recuerdan que el demandante ingresó a finales de 1984 (…)
“El demandante reaparece en escena en el año 2003. El señor EDGAR ANTONIO AGUIRRE, quien fue mesero del Club entre los años 2003-2005 y 2006-2009, dice que laboró al lado del demandante (…)
Ello demuestra que el promotor del litigio fue mesero del restaurante, asumió tal rol laboral frente a los socios e invitados al Club Campestre y el servicio lo prestó en instalaciones de ese mismo Club. Ahora, en su reporte de semanas cotizadas (…) aparece afiliado al Sistema General de Pensiones por el empleador G. Grajales autoservicios Ltda., quien efectuó el pagó de los aportes pensionales por los ciclos de cotización comprendidos entre abril de 2004 y noviembre de 2005 (…) y por CREAR VIDA CONSTRUCTORA S.A., quien lo afilió entre noviembre del 2005 y junio de 2006.

No es raro que el demandante aparezca afiliado al Sistema General de Pensiones por G. Grajales Ltda mientras a la par prestaba sus servicios como mesero en el Club. En este punto cabe recordar que la señora BEATRIZ ROJO advirtió que por algunos años el Club Campestre prestó el servicio de restaurante a través de diversos contratistas, entre los que precisamente destacó a G. Grajales Ltda. 

Sin embargo, lo que si no aparece claro es el porqué de su afiliación a través de CREAR VIDA CONSTRUCTORA S.A. por lo que se puede presumir que por ese espacio en que se registra esta afiliación, el demandante no laboró en el CLUB, lo que invalida el dicho del declarante acabado de referenciar, puesto que, contra la evidencia, este aseguró que el demandante jamás dejó de trabajar para el Club durante el tiempo en que él trabajó allí.  

Lo contrario ocurre frente al lapso transcurrido entre el 1° de febrero y 17 diciembre de 2010, pues la señora MELVA LUCIA OSSA, que trabajó en el CLUB hasta el año 2012, es enfática en señalar que al demandante lo recuerda desde que ingresó a trabajar en el restaurante, lo cual ocurrió en diciembre de 2009 (…) no hay duda de que el demandante laboró para la demandada entre el 1° de febrero y el 17 de diciembre de 2010, como lo asevera en la demanda.”
JORNADA DE TRABAJO/ Comprobado que las horas laboradas semanalmente superan el máximo legal no es posible disminuir el salario mínimo 

“(…) la totalidad de los declarante coinciden al afirmar que el demandante trabajaba más de ocho (8) horas diarias, por lo que la Sala coincide con la a-quo y tampoco encuentra justificable que la empresa pagara al trabajador medio salario mínimo mensual, pues la jornada laboral, como todos los declarantes lo confirman, era superior a la máxima legal permitida (48 horas semanales), luego no hay lugar a modificar el monto de la liquidación efectuada en sede de primer grado.”
TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL DE PEREIRA

SALA LABORAL

Magistrada ponente: Ana Lucía Caicedo Calderón

Acta No. ____

(Febrero 12 de 2016)

Sistema oral - Audiencia de juzgamiento


Siendo las 10:00 a.m. de hoy, viernes 12 de febrero de 2016, la Sala de Decisión Laboral del Tribunal Superior de Pereira se constituye en Audiencia Pública de Juzgamiento en el proceso ordinario laboral instaurado por HECTOR DE JESÚS SALAZAR en contra de la CORPORACIÓN CLUB CAMPESTRE DE PEREIRA. Para el efecto, se verifica la asistencia de las partes a la presente diligencia: Parte demandante… Parte demandada…
Alegatos de conclusión

Con fundamento en el artículo 82 del C.P.T y de la S.S., modificado por el artículo 13 de la Ley 1149 de 2007, se concede el uso de la palabra a las partes para que presenten sus alegatos de conclusión: Parte demandante… Parte demandada…


SENTENCIA:
Habida consideración de que la discusión del proyecto se centró en los puntos objeto de las alegaciones acabadas de escuchar, procede la Sala a resolver el recurso de apelación propuesto por ambas partes en contra de la sentencia de primera instancia emitida por el Juzgado Primero Laboral del Circuito de Pereira el día 24 de enero de 2014.

PROBLEMA JURIDICO

Con sustento en el material probatorio obra válidamente en el proceso, la Sala deberá determinar cuáles fueron los extremos temporales de las distintas relaciones laborales suscitadas entre las partes en contienda

I. LA DEMANDA Y SU CONTESTACIÓN


El demandante alude a cuatro intervalos que sumados dan como resultado veinticuatro (24) años durante los cuales prestó sus servicios personales a la CORPORACIÓN CLUB CAMPESTRE DE PEREIRA: i) La primera, entre el 1º de noviembre de 1984 y el 30 de mayo de 1999; ii) la segunda, del 1º de febrero de 2000 al 31 de marzo de 2004; iii) la tercera, del 1º de octubre de 2006 al 30 de septiembre de 2009; y la última, entre el 1º de febrero de 2006 y el 17 de diciembre de 2010, fecha en que presentó carta de renuncia dadas las“precarias condiciones laborales en las que se encontraba”.

A su vez, el penúltimo periodo lo subdivide en tres segmentos, así:
i) Por un corto lapso de treinta (30) días, más concretamente, del 1º de octubre de 2006 al día 30 del mismo mes y año, durante los cuales laboró como mesero en las instalaciones del CLUB CAMPESTRE, vinculado a través del contratista HÉCTOR FABIO OTALVARO GRAJALES;
ii) Del 1º de noviembre de 2006 al 30 de mayo de 2009, período durante el cual la sociedad demandada se ocupó directamente de la prestación del servicio de restaurante y, 
iii) Finalmente, del 1º de junio de 2009 al 30 de septiembre de 2009, lapso en el que aparece vinculado a la empresa de servicios temporales, SERVICIOS DE COLOMBIA S.A., quien actuó como simple intermediaria de la relación laboral.

Durante esos periodos, asegura el demandante, se desempeñó como mesero al interior de las instalaciones del CLUB CAMPESTRE DE PEREIRA, y allí respondía a las órdenes de los señores JAIRO LÓPEZ, el metre (o maestro de sala del restaurante); ENRIQUE CHARRIA, jefe de alimentos y bebidas, y HERNANDO ZULUAGA MARTÍNEZ, gerente del Club.


En el transcurso de la última etapa de la relación laboral, las partes suscribieron contrato escrito a término indefinido, el cual obra como anexo de la demanda, y en el que se cometió un error al registrar como hito inicial de la relación laboral el día 16 de julio de 2010, cuando la fecha correcta era el 1º de febrero de 2010, según lo asegura el demandante.

Volviendo sobre aquel último periodo, señala el actor, pese a que en el contrato escrito aparece pactado un salario de $288.500 por media jornada de trabajo (24 horas semanales), lo cierto es que laboró más de ocho (8) horas diarias y su remuneración realmente ascendió a la suma mensual de $1.104.000 mensuales, que incluye lo correspondiente a los recargos por dominicales y festivos.

En tal orden, pretende que la justicia declare la existencia de los cuatro (4) contratos laborales cuyos extremos acabamos de relacionar y que se ordene a la demandada la reliquidación de sus aportes pensionales desde el 1º de noviembre de 1984 al 17 de diciembre de 2010, descontando las ya mencionadas interrupciones, teniendo como base un salario mensual del orden de $1.104.000 o, subsidiariamente, de 1SMLV; para lo cual el empleador deberá consignar en su cuenta de ahorro individual la suma que resulte del cálculo actuarial que efectúe PORVENIR S.A., que es el Fondo de Pensiones al cual se encuentra afiliado.

En esa misma línea, por los mismos extremos y con idéntico salario base, reclama el pago de la prima de servicios, vacaciones, cesantías e intereses a las cesantías. Por último, teniendo en cuenta que en la liquidación final de sus prestaciones sociales la empresa tomó como extremos temporales de la relación laboral lo corrido entre el “16 de julio de 2010 y 17 de diciembre del mismo año”, omitiendo que el último contrato que tuvo lugar entre las partes realmente inició el 1º de febrero de 2010, y que además, la base salarial de esa liquidación fue muy inferior a la que realmente devengó, por lo que reclama el pago de $982.407 por concepto de la mayor diferencia de los salarios dejados de pagar entre el 16 de julio de 2010 al 17 de diciembre de 2010, lo mismo que las indemnizaciones moratorias previstas como sanción por la falta de pago de salarios y prestaciones sociales, una; y la otra, ante la falta de consignación de las cesantías.

A través de apoderado judicial, la Corporación CLUB CAMPESTRE DE PEREIRA negó la existencia de cualquier contrato distinto al celebrado el 16 de julio de 2010, el cual finalizó el 17 de diciembre del mismo año, período durante el cual la Corporación le pagó al demandante todos los salarios y prestaciones sociales del caso. En tal sentido, se opuso a la prosperidad de las pretensiones y propuso como excepciones las que denominó “Cobro de lo no debido, ausencia de derecho sustantivo, y falta de causa en las pretensiones de la demanda”, “buena fe”, “Prescripción”, “compensación”, y la “innominada o genérica”.
I. SENTENCIA


La jueza de primer grado declaró la existencia de un contrato de trabajo entre el demandante y la Corporación demandada cuyos extremos temporales transcurrieron entre el 1º de noviembre de 1984 y el 31 de diciembre de 1994, y una segunda vinculación entre el 1º de febrero de 2010 y el 17 de diciembre de 2010.

Declaró que el salario devengado por el actor ascendió al mínimo legal, al no haberse comprobado un monto superior, y condenó a la demandada a pagarle al actor la suma de $103.827,17, por concepto de cesantías e intereses, $267.431,94 de prima de servicios y $58.545,30 de vacaciones. 

Asimismo, la condenó al pago de la sanción moratoria correspondiente a un día de salario por cada día de retardo a partir del 17 de diciembre de 2010 y hasta que se verifique el pago de la obligación, y de la suma $1.486.921 por concepto de la indemnización prevista en la ley laboral ante la falta de consignación de las cesantías. Igualmente, le ordenó el pago de los aportes pensionales por los ciclos de cotización comprendidos entre los extremos temporales de la relación laboral y las costas procesales en un 50%, para lo que fijó las agencias en derecho en la suma de $616.000.

Con apoyo en las declaraciones de JOSÉ ANTONIO OSSA y BEATRIZ ROJO, concluyó que el actor laboró al servicio de la demandada entre el mes de noviembre del año 1984 y diciembre de 1994, lapso durante el cual no fue afiliado a la Seguridad Social en Pensiones, por lo que ordenó su afiliación retroactiva y el pago de los aportes pensionales adeudados de acuerdo al cálculo actuarial que para el caso efectúe la AFP Porvenir.

De igual forma, con sustento en lo dicho por MELVA LUCIA OSSA y EDGAR ANTONIO AGUIRRE y dando alcance probatorio a las afirmaciones del Representante Legal de la Corporación, quien rindió interrogatorio a petición de su contraparte, encontró que por algún tiempo la empresa entregó en consorcio el restaurante instalado en el CLUB, y que los contratistas encargados de su explotación económica, entre los que se cuentan: G. GRAJALES AUTOSERVICIOS LTDA, HECTOR FABIO OTALVARO GRAJALES y SERVICIOS DE COLOMBIA S.A., figuran en la historia laboral del demandante como sus empleadores; y que desde principios del año 2010, la Corporación asumió de manera directa el servicio de comidas y bebidas al interior del CLUB, aunque el trabajador sólo vino a ser afiliado a Seguridad Social a partir de julio de 2010.


En lo que atañe al salario base de liquidación de las prestaciones, advirtió que la demandada no demostró que el demandante laboraba la mitad de la jornada máxima de trabajo, o lo que equivale a 24 horas semanales, por lo que resulta injustificado que el salario base para la liquidación del trabajo suplementario y los recargos por festivos y dominicales sea el equivalente a ½ Salario Mínimo. 
II. RECURSO DE APELACIÓN
2.1. DELIMITACIÓN DEL RECURSO DE APELACIÓN

El demandante se alza contra esa decisión aseverando que en el expediente hay suficiente evidencia de que no solo durante los precitados interregnos prestó sus servicios personales a la demandada, sino también entre el 1º de noviembre de 2006 y el 30 de mayo de 2009, cuando laboró en instalaciones del CLUB como mesero en la zona de piscinas, lo que se puede corroborar con el testimonio del señor José Antonio Ossa Henao, quien también laboró en el CLUB entre los años 2003 y 2009, y quien asegura que allí lo vio trabajando como mesero e incluso como jefe de mesa. 


Desde la otra orilla, la Corporación demandada insiste en la tesis expresada en el escrito de contestación a la demanda, en el sentido de que el único contrato que la vincula directamente con el demandante, es el suscrito el 16 de julio de 2010, pues como ha sido ratificado por los ex-compañeros de trabajo del demandante, quienes rindieron declaración en sede de primera instancia, ninguna prueba apunta a que el demandante ingresó a laborar en el mes de febrero de 2010; en cambio sí, existe un documento que da cuenta de que el último lapso en que laboró para el CLUB, empezó el 16 de julio de 2010.   

III. CONSIDERACIONES

3.1. DETERMINACIÓN DE LOS EXTREMOS TEMPORALES DE LA RELACIÓN LABORAL

En esta instancia se debe establecer de manera definitiva cuales fueron los extremos temporales de la relación laboral que presuntamente existió entre el actor y la CORPORACIÓN CLUB CAMPESTRE DE PEREIRA. 


En procura de ello, conviene empezar por puntualizar que la a-quo encontró demostrado que el señor HECTOR DE JESÚS SALAZAR laboró en dos diferentes momentos para el CLUB CAMPESTRE: 

1) Entre el 1º de noviembre de 1984 y el 31 de diciembre de 1994 y 

2) Del 1º de febrero de 2010 al 31 de diciembre del mismo año.

Es palmario el carácter eminentemente probatorio del desacuerdo que suscita entre las partes la decisión de primera instancia. La resolución del problema jurídico exige que se lleven a cabo ciertas concreciones históricas en materia de la temporalidad de la relación laboral que ató a las partes en contienda. Sin embargo, dichas concreciones, que son necesarias a efectos de calcular el monto de las acreencias laborales, resultan de difícil comprobación para el trabajador, máxime en contratos laborales pactados de manera verbal.
No obstante, tal y como ha sido precisado de antaño por la Corte Suprema de Justicia, es deber del juzgador desentrañar de las pruebas arrimadas válidamente al proceso los hechos que permitan dar al trabajador la protección que las leyes sociales le garantizan, y cuando no se puedan dar por probadas las fechas precisas de inicio y terminación de la relación laboral, pero se tenga seguridad de acuerdo con los medios probatorios allegados sobre la prestación del servicio en un periodo de tiempo que a pesar de no concordar exactamente con la realidad da certeza de que en ese lapso ella se dio, habrá de tomarse como referente para el cálculo de los derechos laborales del trabajador (ver, entre otras, sentencia del 22 de marzo de 2006 Rad. 25580, reiterada en decisiones del 28 de abril de 2009 Rad. 33849 y 6 de marzo de 2012 Rad. 42167, dijo la Sala).

3.2. CASO CONCRETO
Luego de escuchar a cinco personas que aseguran conocer al demandante, las cuales comparten con este la condición de ex-trabajadores del CLUB CAMPESTRE, es sencillo elaborar una sustentada reconstrucción del contexto en el que se desarrolló la relación laboral que evidentemente existió entre el demandante y el club. 
Como punto de partida, tenemos que tal relación tiene génesis desde finales del año 1984 y que se extendió al menos, en un primer momento, hasta finales del año 1994. Dos de los deponentes dan cuenta de la ocurrencia este preciso hecho. Los señores GILBERTO LONDOÑO OSPINA y JOSÉ ANTONIO OSSA ALVAREZ, quienes dicen que ingresaron a laborar como meseros al Club en el año 1982, más o menos por la época de su inauguración, según narran; y que recuerdan que el demandante ingresó a finales de 1984, lo cual rememora con claridad el señor JOSE ANTONIO, porque precisamente ese fue el año en que nació su hijo mayor.
Pese a que este último declarante fijó el hito final de aquella relación laboral en una fecha demasiado reciente, lo cual es impreciso, como bien lo advirtió la jueza y el demandado, no obstante sí fue coherente al narrar sucesos y repasar escenas de eventos ocurridos entre los años 1984 y 1994, al punto que reconoció que su relación laboral con el CLUB se vio interrumpida entre los años 1987 y 1989, debido a un accidente laboral que temporalmente lo invalidó en esos años; luego de lo cual, comenta, regresó al Club, en donde laboró como mesero de tiempo completo hasta el año 1991, y de ahí en adelante, hasta 1994, haciendo reemplazos y por días “en uno que otro fin de semana”. 

Coinciden estos declarantes al afirmar que el demandante trabajaba todos los días de martes a domingo; y los lunes, si era festivo, caso en el cual descansaba el día martes; que el horario de ingreso era variable: “unas veces a las 6 a.m., a las 7 o máximo a las 8 a.m.” y que la salida estaba supeditada a la ausencia de socios o clientes, por lo que podía ser a las 7 u 8 de la noche, cuando el restaurante cerraba. 

El demandante reaparece en escena en el año 2003. El señor EDGAR ANTONIO AGUIRRE, quien fue mesero del Club entre los años 2003-2005 y 2006-2009, dice que laboró al lado del demandante, a quien reconoció por su condición de maître o jefe de sala, que es una especie de mesero distinguido, encargado de la coordinación de un grupo de otros meseros. Aseveró este deponente, que hasta que laboró en el restaurante vio al demandante prestando sus servicios allí, respondiendo a las órdenes de otros empleados y directivos de la Corporación.
Ello demuestra que el promotor del litigio fue mesero del restaurante, asumió tal rol laboral frente a los socios e invitados al Club Campestre y el servicio lo prestó en instalaciones de ese mismo Club. Ahora, en su reporte de semanas cotizadas, el demandante aparece afiliado al Sistema General de Pensiones por el empleador G. Grajales autoservicios Ltda., quien efectuó el pagó de los aportes pensionales por los ciclos de cotización comprendidos entre abril de 2004 y noviembre de 2005 y noviembre de 2005, y por CREAR VIDA CONSTRUCTORA S.A., quien lo afilió entre noviembre del 2005 y junio de 2006.
No es raro que el demandante aparezca afiliado al Sistema General de Pensiones por G. Grajales Ltda mientras a la par prestaba sus servicios como mesero en el Club. En este punto cabe recordar que la señora BEATRIZ ROJO advirtió que por algunos años el Club Campestre prestó el servicio de restaurante a través de diversos contratistas, entre los que precisamente destacó a G. Grajales Ltda. 
Sin embargo, lo que si no aparece claro es el porqué de su afiliación a través de CREAR VIDA CONSTRUCTORA S.A. por lo que se puede presumir que por ese espacio en que se registra esta afiliación, el demandante no laboró en el CLUB, lo que invalida el dicho del declarante acabado de referenciar, puesto que, contra la evidencia, este aseguró que el demandante jamás dejó de trabajar para el Club durante el tiempo en que él trabajó allí.  

Lo contrario ocurre frente al lapso transcurrido entre el 1° de febrero y 17 diciembre de 2010, pues la señora MELVA 
LUCIA OSSA, que trabajó en el CLUB hasta el año 2012, es enfática en señalar que al demandante lo recuerda desde que ingresó a trabajar en el restaurante, lo cual ocurrió en diciembre de 2009. En virtud de tal afirmación, no hay duda de que el demandante laboró para la demandada entre el 1° de febrero y el 17 de diciembre de 2010, como lo asevera en la demanda.    
Por último, la demandada afirma que el horario de trabajo del demandante era flexible y se programaba según las necesidades del servicio y nunca superaba el término pactado de 24 horas semanales y en caso de ser superado se le cancelaban las horas extras. Al contrario a esa aseveración, la totalidad de los declarante coinciden al afirmar que el demandante trabajaba más de ocho (8) horas diarias, por lo que la Sala coincide con la a-quo y tampoco encuentra justificable que la empresa pagara al trabajador medio salario mínimo mensual, pues la jornada laboral, como todos los declarantes lo confirman, era superior a la máxima legal permitida (48 horas semanales), luego no hay lugar a modificar el monto de la liquidación efectuada en sede de primer grado.

En este orden, por lo expuesto, será confirmado en su integridad el fallo de primer grado y se condenará en costas procesales de segunda instancia a la demandada.
En mérito de  lo expuesto, el TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL DE PEREIRA (RISARALDA), SALA LABORAL, Administrando Justicia en Nombre de la República  y por autoridad de la Ley.

RESUELVE


PRIMERO.- CONFIRMAR la sentencia objeto del recurso de apelación.


SEGUNDO. – CONDENAR en costas procesales de segunda instancia a la demandada, liquídense en sede de primer grado.
NOTIFICACIÓN SURTIDA EN ESTRADOS.
CÚMPLASE y DEVUÉLVASE el expediente al Juzgado de origen.

La Magistrada,

ANA LUCÍA CAICEDO CALDERÓN

Los Magistrados

JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ     FRANCISCO JAVIER TAMAYO TABARES   




……………………………………..

Secretario Ad-hoc.
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